Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 5 minutos.) 


Está a consideración el proyecto de ley que modifica la Ley N* 18.187. Contamos con dos 
comparativos, uno de ellos fue entregado en la última sesión de la Comisión y el otro, contiene las 
sugerencias formuladas en la sesión del 7 de abril de 2011. 


Para ser claro, diré que los problemas se circunscriben al artículo 5%, en virtud de las 
sugerencias del Directorio del Instituto Nacional de Colonización. Por otro lado, hay modificaciones que 
aparentemente no generarían mayores dificultades. 


SEÑOR AGAZZI.- Nos habíamos comprometido a cerrar -por decirlo así- este proyecto de ley. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Intentaremos hacerlo. 
SEÑOR AGAZZI.- Contamos con poco tiempo, porque el plazo culmina a fines del próximo mes. 


En la reunión pasada se hicieron dos propuestas; una fue formulada por el señor Senador 
Bordaberry y la otra, por quien habla. Personalmente, incorporé una iniciativa de la Asociación de 
Escribanos, pero también se tuvo en cuenta una iniciativa del Instituto Nacional de Colonización. No sé 
si corresponde votar nuevamente, porque ya lo hicimos en la Comisión; en todo caso sugiero, como 
método, que avancemos en el análisis de cada uno de los artículos, procurando terminar con la 
decisión de la Comisión y, de esa manera, focalizaremos cuál es el punto central. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo inconveniente con respecto a la propuesta realizada por el señor 
Senador, pero creo que tenemos que recordar que en esta Comisión se logró un entendimiento de 
todos los Partidos Políticos, que fue llevado al Plenario del Senado de la República en mayo del año 
pasado. Dicho entendimiento, en general, satisfizo los diferendos que la denominada Ley de 
Repoblamiento de la Campaña -de 2 de noviembre de 2007- había introducido, teniendo en cuenta las 
disposiciones sobre campos y propiedades inmuebles que terminaban afectados por esta última norma 
a la sujeción que prescribe algunos de los artículos de la vieja Ley N* 11.029. Ese es el principio 
general. Entonces, corresponde expresar que tenemos un acuerdo integral sobre el proyecto de ley. 


SEÑOR AGAZZI.- Y lo votamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor Senador. Ahora bien; ¿cuál es la mecánica que se sugiere 
ahora? ¿Votar artículo por artículo, para que aparezca la madre del borrego? Vamos a ser muy claros: 
la madre del borrego es el artículo 5%; este es el punto que genera dificultades. 


SEÑOR AGAZZI.- Otra modalidad podría ser discutir las modificaciones a este proyecto de ley que ya 
fue votado en la Comisión. Por mi parte, no tengo inconveniente en que sea el señor Presidente quien 
decida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Básicamente, quiero expresar que no estamos de acuerdo con las 
modificaciones al proyecto de ley que, en su momento, votó la Comisión. Me parece que son 
incorporaciones que no son felices porque no arreglan el problema. Por mi parte, las estuve analizando 
y los dos puntos centrales en cualquiera de las redacciones son: el artículo 5* y la última redacción, en 
donde se sustituye “cuyo propietario cumpliera con todas sus obligaciones antes del 12 de enero de 
1948”. 


Estamos de acuerdo con lo que se establece en el artículo 6% del proyecto enviado 
oportunamente por la Comisión. Nos parece que la redacción aportada por el Instituto, cuando dice 
“cuyos propietarios hayan abonado el precio y cancelado la respectiva hipoteca, antes del 12 de enero 
de 1948” confunde conceptos jurídicos clarísimos como, por ejemplo, el de título y el de garantía. 
Además, me parece que constituye un error porque entramos en el problema de que se contrapone 


con los criterios sustentados en materia de procesos dominiales lo que, incluso, fue motivo del fallo de 
inconstitucionalidad dado por la Suprema Corte de Justicia. 


También hay un problema que estuve analizando desde todos lados, por decirlo de alguna 
manera. Entre el 12 de enero de 1948 y el 2 de noviembre de 2007 hubo un estatuto jurídico claro para 
estos propietarios. Durante ese espacio de tiempo, tan largo, no existía ninguna de las obligaciones 
que ahora, supervinientemente, por aplicación de estas redacciones, se quiere establecer. Incluso, la 
redacción sugerida, tendiente a sustituir “cuyos propietarios hayan abonado el precio y cancelado la 
respectiva hipoteca” por la expresión “cuyos propietarios cumplieran con todas sus obligaciones”, 
tampoco nos saca del problema porque la expresión “cuyos propietarios cumplieran con todas sus 
obligaciones” nos somete a la interpretación del Poder Ejecutivo que va a ser sugerida por el Instituto 
Nacional de Colonización, la cual va a estar vinculada con haber abonado el precio o cancelado la 
hipoteca antes del 12 de enero de 1948. Entonces: ¿cuál es, a mi juicio, el problema jurídico gravísimo 
e imposible de sortear? Que no se puede confundir título con negocio real de garantía. El título de 
propiedad fue adquirido antes del 12 de enero de 1948, más allá de la cancelación y la hipoteca. ¿Y 
qué pasa en este caso? Se haya hecho caducar o no el derecho de hipoteca, esta caducó a los 30 
años. Eso es lo que establecen las disposiciones de la sistemática jurídica del Código Civil; eso es 
absolutamente indiscutible. Además, si se cancela lo principal, que es el préstamo con el que se 
accede a ese negocio jurídico, se cancela la garantía y, en este caso, la hipoteca, esté o no establecida 
la caducidad del título. 


Espero que me disculpen por haber dado esta explicación en mi condición de Presidente, 
pero simplemente quería dar claridad a este proceso. Por consiguiente, señalo que nos quedamos con 
la redacción establecida en su momento; de lo contrario, tanto con el texto sugerido por el Directorio 
del Instituto Nacional de Colonización o el que dice “cuyos propietarios cumplieran con todas sus 
obligaciones”, no nos salvaremos de las sentencias de inconstitucionalidad establecidas por la 
Suprema Corte de Justicia. En consecuencia, sugiero mantener el proyecto que en su momento la 
Comisión remitiera al Senado, que es el que nos precave de ese tipo de inconvenientes. No se puede 
imponer a los propietarios, que entre el 12 de enero de 1948 y noviembre de 2007 no tuvieron la 
obligación de ofrecer sus campos al Instituto cuando fueron puestos a la venta, la obligación 
retroactiva. Esa es la interpretación jurídica que hemos analizado para arriba, para abajo y para el 
costado con distintos juristas. 


Este es el aporte que queríamos hacer a la Comisión. 


SEÑOR AGAZZI.- Este es un tema muy importante, que amerita ser discutido con cautela y 
profundidad, dando a conocer nuestros puntos de vista, tal como lo ha hecho el señor Presidente. 


Ahora bien, quiero dar un enfoque distinto y explicar por qué propuse esta redacción, que es 
diferente a la del Instituto Nacional de Colonización. En realidad, no se trata solo de una forma distinta 
de redacción, sino que su contenido también es diferente. 


En primer lugar, la ley de creación del Instituto Nacional de Colonización tiene un Capítulo - 
que lleva el número XIV- que se llama “De las relaciones del Instituto con el Banco Hipotecario del 
Uruguay”. Cuando se creó el Instituto este tema fue tratado con gran profundidad por los Legisladores 
en aquella Comisión que trabajó mucho tiempo, porque ya había 200.000 hectáreas colonizadas en el 
Uruguay. Según el Miembro Informante, en realidad, había 203.500 hectáreas colonizadas y, 
efectivamente, se llamaban colonias. 


Esta Ley N* 11.029 dice en su artículo 81: “Las colonias transferidas por el Banco Hipotecario 
al Instituto, en virtud de esta ley, continuarán rigiéndose, en lo que proceda y con respecto a las 
operaciones ya concluidas y a los contratos en vigencia, por las disposiciones legales bajo cuyo 
imperio hubieran sido implantadas”. Cada una de las 203.500 hectáreas que estaban colonizadas de 
antes, estuvo en esa condición en virtud de leyes que rigieron en el país. Precisamente, el artículo 7" 
de la Ley N* 8.829, de 13 de enero de 1932, establece que el colono no podrá gravar ni vender su 
propiedad sin consentimiento de la Sección Fomento Rural y Colonización. Este es el antecedente del 
concepto de “afectación”, que luego se utilizará en la Ley que creó el Instituto Nacional de 
Colonización. 


O sea que a partir de la Ley de 1932 -comprendiendo las sucesivas normas de 1933, 1938, 
1939, 1941 y 1945, referidas a la emisión de empréstitos, a las responsabilidades del Directorio del 
Banco Hipotecario del Uruguay, a la compra de tierras por parte de esta Institución y a la solución a los 
colonos desalojados- rigió el sistema por el cual el colono no podía gravar ni vender su propiedad sin 
consentimiento de la Sección Fomento Rural y Colonización. 


Ahora bien, ¿cuántas tierras se compraron o cuántas operaciones se hicieron después de 
sancionada la Ley del año 1932? Si uno analiza todos los antecedentes -personalmente, fui a los 
archivos e hice la cuenta porque el señor César Mayo Gutiérrez realizó una investigación muy 
detallada sobre el tema- podrá advertir que, de las 1.800 operaciones registradas desde el año 1921 
en adelante, se concretaron 716 y los préstamos otorgados por el Banco Hipotecario del Uruguay 
representaron el 32%. Como dije, esto constituye un antecedente y ha sido contemplado en la 
exposición de motivos del proyecto de ley que tenemos a consideración. 


De manera que por la norma que regía los préstamos para los colonos se obligaba a que 
buena parte de las 203.500 hectáreas que el Banco Hipotecario del Uruguay pasó al Instituto Nacional 
de Colonización fueran autorizadas por la Sección Fomento Rural. 


El artículo 81 de la Ley N* 11.029, a la que aludí anteriormente, en el inciso segundo 
expresa: “No obstante el Instituto procurará, dentro de sus facultades, o por medio de acuerdos con los 
colonos o con el Banco Hipotecario, irlas adaptando a las normas instituidas por el presente estatuto 
legal”. Cuando se sancionó esta Ley, el Legislador decidió adaptar lo que regía a las normas de 
colonización. Corresponde señalar que una parte importante de las tierras que recibió el Instituto 
Nacional de Colonización habían sido compradas a través de préstamos otorgados por el Banco 
Hipotecario del Uruguay, con la condición de que, para venderlas, se necesitaba hacer la pertinente 
comunicación al Instituto que luego se crearía. 


Creo que este tema fue discutido cuando acordamos la primera redacción de la norma 
referida a las colonias que fueron enajenadas por la Comisión Asesora de Colonización o la Sección 
Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay antes del 12 de enero de 1948. Esto 
pudo haber dado lugar a las dos interpretaciones que se hicieron en el período que mencionó el señor 
Presidente. Lo que sucedió en el Instituto Nacional de Colonización entre los años 1948 y 2007 fue que 
algunos propietarios solicitaron la correspondiente autorización, mientras que otros no lo hicieron. A 
raíz de esto, se generó una gran discusión jurídica sobre si se debía exigir o no la autorización. Por lo 
tanto, consideramos conveniente clarificar este aspecto, además de establecer, a continuación de lo 
que decía la norma: “cuyos propietarios cumplieron con todas sus obligaciones”. Creemos que está 
bien que así se exprese. A su vez, esta redacción recoge algo más que nos hizo notar la Asociación de 
Escribanos del Uruguay. En la redacción dada por el Instituto Nacional de Colonización se mezcla el 
derecho de propiedad con la hipoteca, la operación principal con la subsidiaria. Por esa razón, 
considero que es mejor decir: “que cumplieron con sus obligaciones”. Como ya lo expresé en la sesión 
pasada, las obligaciones incluyen las deudas que se tienen, tanto por la compra de tierras como por 
concepto de préstamos. El artículo 108 de la Ley N* 11.029, “Instituto Nacional de Colonización”, 
establece en su literal A) que su capital se constituye por: “Los bienes que actualmente integran el 
patrimonio de la Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay -inmuebles, 
muebles, títulos, efectivo, créditos, acciones, cauciones, etcétera;”. Entonces, quienes mantenían una 
deuda con hipoteca con el Banco Hipotecario del Uruguay, tenían un crédito que el organismo había 
dado a los productores y, por tanto, pasaba al activo del Instituto Nacional de Colonización. Si 
hubiéramos mirado con suficiente atención lo que decía la Ley, nos hubiéramos dado cuenta de que, si 
bien no preveía esa situación como lo está hoy, había un enfoque para encontrar una solución jurídica 
al problema. 


SEÑOR CHIRUCHI.- ¿El señor Senador afirmó que una hipoteca es igual a un crédito? 


SEÑOR AGAZZI.- Los propietarios eran los dueños si tenían el título hipotecario. El Banco Hipotecario 
les había dado dinero y ellos lo debían; desde el punto de vista de la Institución, eso es una hipoteca y 
también un crédito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los recursos económicos fueron al capital, pero la tierra no sigue el mismo 
destino. 


SEÑOR AGAZZ!I.- La tierra es propiedad del productor y sigue siendo así. Lo que se discute acá no es 
la propiedad, sino si la tierra está afectada a la acción de colonización, porque esa fue la intención del 
Legislador. 


De acuerdo con la documentación oficial que nos suministraron integrantes del Instituto 
Nacional de Colonización, surge de los registros oficiales del ente que al comenzar a funcionar, de las 
175.000 hectáreas que tenían las colonias -según César Mayo Gutiérrez había 203.000 hectáreas- 
22.700 ya no tenían deuda porque la habían cancelado. Aquí hay otro aspecto que nos aportaron los 
Escribanos y que consiste en que hay gente que cancela una hipoteca, pero no la levanta enseguida o 
lo hace tiempo después; entonces, lo que se debe considerar es la cancelación. Por tanto, si todavía 
no se había levantado la hipoteca -que estaba en el Instituto- pero estaba cancelada, se consideraba 
cancelada. Por eso, aquí se hace referencia a los propietarios que cumplieron con su obligación. 
Vuelvo a insistir: no se tiene que tomar en cuenta el momento en que se levanta la hipoteca, sino 
cuando se terminó de pagar. 


Reitero que cuando se creó el Instituto Nacional de Colonización, de las 175.000 hectáreas 
que tenía el Ente en todas las colonias -todos tenemos un listado- habían 22.700 que ya estaban 
canceladas. Pensamos que la ley debe ser clara en el sentido de que son desafectadas del Instituto 
Nacional de Colonización esas 22.700 hectáreas, pero no 175.000. Hago esta apreciación, porque 
todos los Directorios anteriores dijeron que el Instituto Nacional de Colonización tenía 450.000 o 
500.000 hectáreas colonizadas. En un muy buen informe que en 1990 se encargó a la Facultad de 
Agronomía sobre el Instituto Nacional de Colonización, el Directorio de aquella época decía que había 
500.000 hectáreas colonizadas. Entonces, si ahora esas 200.000 hectáreas son desafectadas de la 
colonización, desde el punto de vista jurídico y por la vía de una interpretación equivocada entre lo que 
establecía la Ley “Instituto Nacional de Colonización” y la realidad, se estarían quitando al ente su tarea 
y responsabilidad en 200.000 hectáreas. 


¿Qué quiere decir que las hectáreas están afectadas? Simplemente, que son parte de las 
colonias. Lo que sí ocurre es que muchos de los productores que habían terminado de pagar - 
concurrieron al ámbito de esta Comisión- vendieron su fracción y quienes las compraron no tienen 
nada que ver con el Instituto Nacional de Colonización. Los productores que siguieron en las colonias y 
continuaron pagando al Instituto Nacional de Colonización habrán tenido una mayor o menor relación 
con el ente, pero la situación es responsabilidad de sus Directores y forma parte de los actos 
“colónicos”, del concepto de colonización, aunque se trate de propietarios privados. 


Por estas razones, y teniendo en cuenta el contenido de las leyes previas a la de creación 
del Instituto -las diecinueve que cita César Mayo Gutiérrez- y lo que expresan en cuanto a su relación 
con el Banco Hipotecario del Uruguay y a cuál es su patrimonio, vamos a mantener la posición de 
agregar estas siete palabras: “cuyos propietarios cumplieron con todas sus obligaciones”. Pensamos 
que esto clarifica e impide dobles interpretaciones que solo terminarían acentuando la confusión que 
hubo hasta ahora. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con todo respeto hacia el señor Senador Agazzi, debo decir que, a mi 
criterio, aquí se están confundiendo conceptos jurídicos muy básicos. Uno de los que estaría siendo 
afectando con esta redacción, sería el que tiene que ver con el cambio de situaciones jurídicas que ya 
ocurrieron. 


Invito a los señores Senadores a trasladarnos al año 1947, cuando en el Senado se redactó 
la Ley N* 11.029 que creó el Instituto Nacional de Colonización. Los Legisladores de esa época se 
plantearon cómo resultaban afectados los contratos originados en todas esas leyes de colonización 
previas, como se las puede llamar. Entonces, en el artículo 81 establecieron expresamente -pido a los 
señores Senadores que lo lean conmigo-: “Las colonias transferidas por el Banco Hipotecario al 
Instituto, en virtud de esta ley, continuarán rigiéndose, en lo que proceda y con respecto a las 
operaciones ya concluidas y a los contratos en vigencia, por las disposiciones legales bajo cuyo 
imperio hubieran sido implantadas”. Con esto quisieron significar que no estaría comprendido quien 
hasta ese momento había tenido un régimen legal, respetando el principio básico de que en los 
contratos que ya fueron regulados no se puede ir hacia atrás para hacerlo de manera distinta. 
Reafirmando esa idea -creo que si lo leemos juntos no se llega a la misma conclusión a la que arribó 
el señor Senador Agazzi- el inciso segundo de ese artículo, expresa: “No obstante el Instituto 
procurará, dentro de sus facultades, o por medio de acuerdos con los colonos o con el Banco 


Hipotecario,” -nótese: “por medio de acuerdos con los colonos o con el Banco Hipotecario”- “irlas 
adaptando a las normas instituidas por el presente estatuto legal”. ¿Qué quiere decir esto? Que como 
Legislador no tengo autoridad para modificar el régimen anterior, entre otros motivos porque estaría 
incurriendo en responsabilidad por acto legislativo. Entonces, la única solución a que puede llegar el 
Instituto es celebrar un acuerdo con los colonos para modificar el sistema anterior. Eso es lo primero a 
tener en cuenta. 


SEÑOR AGAZZI.- Observe el señor Senador que dice: “dentro de sus facultades, o por medio de 
acuerdos”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entonces, analicemos la expresión “dentro de sus facultades”. La Ley N* 
11.029 no otorga facultades al Instituto para modificar contratos anteriores a 1948. Según la norma, la 
única forma en que podría hacerlo sería a través de la ley o por medio de acuerdos. ¿Por qué? Porque 
en 1947 -esta ley fue aprobada en enero de 1948- los Legisladores decidieron, con razón, no ir contra 
los contratos ya firmados. Un principio básico del Derecho es tratar de no volver a regular situaciones 
que ya lo fueron. Creo que es clara la intención que tuvo este proyecto de ley en ese momento. Pero 
no quedemos con eso; veamos cual es el régimen anterior. El señor Senador Agazzi señaló que existe 
una serie de leyes que conviene revisar porque, quizás, sea ahí donde nuevamente se está 
confundiendo el concepto de afectación. La afectación como colonia hoy impone determinados 
requisitos -por ejemplo, vivir en el predio, que se pueda sacar, pagar, etcétera- que antes no 
existían. En el régimen anterior las afectaciones que existían no eran estas. Entonces, ¿cuáles eran? 
Vamos a verlas. 


Antes, la afectación y la sanción -son cosas diferentes- eran distintas. La Ley de 22 de enero 
de 1913 dice, en lo que refiere a la forma de venta de las chacras, que se da al contado o en un plazo 
de 30 años. El artículo 4% expresa que en caso de que la venta no resulte ventajosa, el Poder Ejecutivo 
estará autorizado a expropiar el bien, declarándose dicha propiedad de utilidad pública. De esta 
manera, el Estado decía: “La vendo, y si no es ventajosa, tengo que comprarla y pagarla. Yo, 
Estado.”¡Fíjense hasta donde llegaba! Pero está bien porque es una ley del año 1913. 


La Ley del año 1921 expresaba que el colono no podría gravar ni vender su chacra, sino 
cinco años después de la fecha de su adjudicación, sin el consentimiento del Banco Hipotecario del 
Uruguay y de la Comisión Asesora de Colonización, salvo que hubiera cancelado el préstamo 
hipotecario. Quiere decir que, a contrario sensu de lo que se establece en ese régimen, si el colono 
canceló el préstamo hipotecario no tiene que pedir permiso alguno, lo que resulta lógico porque pasa a 
ser propietario pleno y ni siquiera tiene que registrarlo. La Ley N* 7.615 del año 1923 expresa lo 
mismo, así como también la Ley N* 8.402 del año 1929. 


Sin perjuicio de todo ello, ahora voy a detenerme en la Ley N* 8.829 que citó el señor 
Senador Agazzi, aunque él leyó solamente el artículo 7% que no puede entenderse sin el artículo 8*. El 
artículo 7” dice que el colono no podrá gravar ni vender su propiedad sin consentimiento de la Sección 
Fomento Rural y Colonización. Entonces, si nos quedamos solo con este artículo, el señor Senador 
Agazzi tendría razón en lo que dice. Pero, si nos remitimos al artículo 8% vemos que en él se expresa 
que el incumplimiento, por parte de los propietarios, de cualquiera de las obligaciones y condiciones 
impuestas por esta ley, dará lugar a que la Sección Fomento Rural y Colonización del Banco 
Hipotecario, pueda reducir el préstamo total al 50% de la autorización extraordinaria correspondiente, 
todo ello, so pena de ejecución. ¿Qué significa esto? La sanción en todas estas leyes es que el 
préstamo se reduce o se hace exigible, no que está afectado, como hoy, a determinadas condiciones. 
Es más, la obligación de vivir en el predio, una vez que estaba cancelado el préstamo no se exigía, y 
muchos compradores de buena fe chequearon, vieron que estaba fuera del régimen y compraron. 
Pero, los que compraron no eran colonos, sí lo eran quienes vendieron, hasta el día que pagaron el 
último peso de la cuota, según el concepto de todas estas leyes que citamos. Si nos remitimos a la 
parte final de la ley tenemos que detenernos en las sanciones. Hasta el año 1948 la sanción que 
existía si no se pagaba era, obviamente, la exigencia del crédito o la reducción del mismo hasta el 50% 
si no se vivía en el predio; no como hoy, que el préstamo se pierde. ¿Qué sucede? Si nos remitimos al 
supuesto que se quiere incluir en este proyecto de ley que refiere a aquellos propietarios que 
cumplieron con todas sus obligaciones antes del 12 de enero de 1948, creo que cometeríamos un 
error, porque puede haber propietarios que cumplieron después. Estoy seguro -esto lo afirmo porque 
es de acuerdo con nuestro Derecho- que no existe propietario alguno que hoy no haya cumplido con 
todas sus obligaciones. ¿Por qué? Porque de acuerdo con principios básicos del Código Civil, cuando 
alguien incumple un contrato -y un préstamo es un contrato- existen dos vías. La primera sería la 


rescisión del contrato y la restitución del fondo y el bien, que está prevista en el Código Civil y, la 
segunda, es ir por el cumplimiento, exigiendo que se pague; de lo contrario, se ejecuta la garantía. La 
primera vía, la rescisión, prescribe a los 20 años en el caso del Código Civil y, a los 10 años, de 
acuerdo con el Código de Comercio. Quiere decir que si no se cumple, ya sea que se trate del Banco 
Hipotecario o del instituto que sea, el tema está terminado. 


Mientras tanto, las vías de cobro -como decía bien el señor Senador Larrañaga-, prescriben a 
los treinta años en lo que refiere al derecho real de hipoteca; a los veinte años en lo que refiere a la 
acción de cobro de acuerdo al Código Civil, y a los cuatro años según el Código de Comercio. Está 
claro que en el Código de Comercio el plazo es más corto y, además, en este caso, por estar 
involucrada una institución de crédito, hay que ir por esta vía. De todos modos, no sólo debemos 
considerar estas cuestiones, ya que si se hubiera iniciado juicio y se hubiera embargado, a los treinta y 
cinco años se borran todos los embargos; de acuerdo a nuestra legislación éstos dejan de existir. Por 
tanto, con esto que se propone estaríamos modificando el régimen legal anterior al año 1948, que no 
preveía las sanciones que se quieren establecer ahora y, sobre todo, lo vinculado a la afectación. 


Por último, considero que debemos precisar el concepto de afectación. Afectar significa 
tomar algo y vincularlo con otra cosa. A su vez, la forma de vinculación puede adoptar distintas 
modalidades y una de ellas puede ser la afectación que se prevé en la Ley N* 11.029, que establece de 
manera expresa que regirá de ese momento en adelante. La afectación anterior era distinta y tenía 
como finalidad exclusiva asegurarse dos cosas: primero, que el crédito se pagara porque la sociedad 
estaba haciendo un esfuerzo y, segundo, que mientras se estuviera pagando el colono viviera en el 
lugar. La gran innovación de la Ley N* 11.029 fue que dispuso la exigencia de que el titular de la 
colonia viviera en el predio y eso se aplicó a todo aquello que no ingresó en el régimen legal de esta 
Ley, a partir del año 1948 y no antes. Me parece que proceder de otra forma sería un profundo error 
porque estaríamos afectando el derecho de propiedad de personas que desde hace más de 73 años 
no son colonos y tienen títulos de propiedad que están perfectos. Si el tema es permitir que el Instituto 
de Colonización pueda decir que en el Uruguay hay medio millón de hectáreas colonizadas o no, creo 
que eso no tiene nada que ver porque me parece que este Instituto puede decir la verdad e informar 
orgullosamente que hasta el año 1948 había 250.000 hectáreas colonizadas por medio de distintas 
leyes y que a partir de ese año, se colonizaron 250.000 más a través del Instituto Nacional de 
Colonización. Eso no tiene nada de malo y, además, me parece que para poder decir que hay 500.000 
hectáreas colonizadas no podemos afectar de forma diferente lo que ya estaba afectado con 
anterioridad. 


Reitero que considero que es bueno remitirnos al artículo 81 de la Ley N* 11.029 porque en 
ese entonces en este Parlamento había grandes profesores del Derecho. En particular, recuerdo que el 
Presidente de la Cámara era Antonio Rubio, el Secretario era Arturo Miranda y que, además, estaban 
los profesores Ledo Arroyo Torres, Secco Ellauri, Rodríguez Correa. Ellos establecieron claramente en 
este artículo 81 que si se iba a modificar para atrás, solo se podría hacer con el acuerdo del colono. 


SEÑOR AGAZZI.- No, señor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Yo creo que es así. Se dispuso que esto debía hacerse con el acuerdo del 
colono y para que ello sucediera era necesario que éste manifestara su voluntad. Sin la voluntad de 
ambas partes no hay acuerdo. Entonces, si en 1947 se procedió de esta forma y la ley se aplicó sin 
ningún tipo de problema, no me parece que sea bueno que nosotros no continuemos con lo que se 
dispuso en aquellos años en los que quizás tenían más tiempo que nosotros para ver estos problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que no debemos magnificar este tema porque el propio inciso 
segundo del artículo 7* en cuestión, establece que los propietarios de los predios comprendidos en la 
disposición que antecede, estarán obligados a ofrecerlos en primer término al Instituto Nacional de 
Colonización. 


Entonces, la preocupación que expresa el señor Senador Agazzi de que el Instituto Nacional 
de Colonización pierda 200.000 hectáreas de la afectación -como bien lo define el señor Senador 
Bordaberry- no significa un riesgo porque los propietarios comprendidos en el numeral 1) del artículo 
35 de la Ley N* 11.029 están obligados a ofrecérselos. 


Si bien la redacción mejora la originaria -sugerida por el Directorio del Instituto Nacional de 
Colonización- tampoco soluciona el problema, puesto que nos condiciona a interpretaciones del Poder 
Ejecutivo que van a ser sometidas a la juridicidad de la impugnación ante la Suprema Corte de Justicia. 


El cumplimiento de las obligaciones es una expresión, incluso, más vaga que la que 
establecía el Instituto en el texto sugerido originariamente, cuando hablaba de haber abonado el precio 
o cancelado la hipoteca, porque sigue confundiendo obligaciones con dominialidad, que son cosas 
completamente diferentes. 


No creo que exista el riesgo sugerido por el señor Senador Agazzi en cuanto a que durante 
décadas habríamos mentido al país diciendo que el Uruguay no había hecho una colonización de 
500.000 hectáreas. Digo esto porque hasta 1948 se colonizó a través de distintas leyes hasta que, 
mediante la Ley N* 11.029, se creó el Instituto Nacional de Colonización, y a partir de entonces y hasta 
la fecha se colonizaron 250.000 hectáreas más. 


Además, las colonias enajenadas por la Comisión Asesora de Colonización o la Sección 
Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay tienen que ser ofrecidas. Es por eso 
que, señores Senadores, con toda franqueza considero que si aprobamos el proyecto de ley 
oportunamente enviado al Plenario el año pasado, salimos de este lío; lo digo con tranquilidad de 
conciencia. Creo que nos precave de cualquier impugnación a futuro desde el punto de vista jurídico. 


SEÑOR AGAZZI.- Considero que todos debemos fundamentar los diferentes puntos de vista, señor 
Presidente. 


Es cierto que hubo leyes previas a la creación del Instituto Nacional de Colonización que no 
partían de la base del principio de afectación, porque la utilización de fondos públicos para el acceso a 
la tierra por parte de familias rurales siempre tuvo como finalidad apoyar a las familias desamparadas o 
sin trabajo. Incluso, mediante la ley de 1880 se permitía formar colonias para pastorear con hasta 
veinte familias y se autorizaba la expropiación. 


El concepto de afectación no aparece nítido ni bien descrito hasta la aprobación de la ley de 
1948. Creo que ese concepto también es objeto de un proceso de construcción. Es cierto que mediante 
las leyes anteriores a la de 1932 solo se otorgaba el préstamo y también se esperaba algo como 
contrapartida por parte del agricultor. Cada ley establecía cuáles eran las obligaciones y contrapartidas 
de quien recibía el préstamo. 


La Ley de 1932 establece claramente que el colono no podrá gravar ni vender su propiedad 
sin consentimiento de la Sección Fomento Rural y Colonización. Aquí está el embrión del concepto de 
afectación. Solamente eso, es el consentimiento; nada más. No existe ninguna otra obligación. El 
artículo 8% comienza diciendo que el incumplimiento, por parte de los propietarios, de cualquiera de las 
obligaciones o condiciones impuestas por esta ley -que establece otras obligaciones en los artículos 
precedentes- tendrá determinada sanción. 


Si, cuando se creó el Instituto Nacional de Colonización, se dijo que las colonias transferidas 
se regirían por los contratos vigentes o las disposiciones legales bajo cuyo imperio habían sido 
implantadas, tendríamos que ver cuáles fueron las condiciones de acuerdo con cada ley y determinar 
de qué ley proceden estas 180.000 hectáreas. Ese sería el trabajo de laboratorio, pero habíamos 
acordado que íbamos a encontrar una solución política a este tema para no andar entre los papeles 
con la pobre gente y con el Instituto, que tampoco tiene esta documentación; habría que meterse 
dentro del Banco Hipotecario, lo que es impensable. Como las leyes previas fueron todas distintas, con 
exigencias diferentes, en realidad, lo que establece el artículo 81 de la Ley N* 11.029 acerca de que se 
regirán por los contratos vigentes o las disposiciones legales bajo cuyo imperio hayan sido 
implantadas, es bastante impracticable a principios del Siglo XXI. Reitero que habíamos acordado 
sustituir todo esto por una definición. 


Lo único que quiero dejar sentado en la versión taquigráfica es que había leyes previas al 
Instituto Nacional de Colonización que tenían como condición que, para vender su propiedad, el colono 
necesitaba obtener nada más que el consentimiento. En realidad, el breve proyecto de ley que estamos 
acordando tiene de importancia práctica, como afectación -lo establecen sus propios artículos- que 


para vender simplemente lo deben comunicar al Instituto Nacional de Colonización. Solo es necesaria 
su autorización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso ya existe. 


SEÑOR AGAZZI.- Pero me refiero también a las tierras incluidas en leyes anteriores al Instituto. Mi 
razonamiento no es formal ni para mentirnos y decir “estas 200.000 hectáreas son colonias” y así nos 
quedamos contentos. Se podría pensar que si las sacamos y quedan solo 300.000 hectáreas, se está 
achicando el Instituto. Ese tampoco es el sentido; se trata de que los propietarios que tuvieron estas 
tierras con financiamiento del Estado y las terminaron de pagar en el Instituto, deban solicitar la 
autorización. Esto es para evitar que se desmembren las colonias, porque hay algunas que tienen 
productores familiares. ¿Qué hacemos si viene una empresa forestal grande y compra unas cuantas 
hectáreas dentro de una colonia -que tiene tierras adecuadas para plantar eucaliptus- en la que existen 
productores que tienen ovejas y algunas vacas lecheras, como bien sabemos que sucede, por ejemplo, 
en el departamento de Paysandú? Esas tierras arenosas son apropiadas para plantaciones forestales 
importantes; pensemos en el caso de que venga una empresa a poner un monte de eucaliptus. En 
realidad, el Instituto Nacional de Colonización tiene la obligación de vigilar que las operaciones de 
transferencia de los predios preserven el funcionamiento de las colonias. Ese es el sentido por el que, 
me parece, se pueden desafectar 22.000 hectáreas. ¿Qué quiere decir “desafectar”? Algo muy simple: 
la tierra es propiedad privada de quienes la pagaron, el Instituto no tiene nada que ver con eso. 
“Desafectar” quiere decir que el Instituto Nacional de Colonización autoriza la venta y nada más. 
Inclusive, el Instituto podría comprar esas tierras si tiene plata y quiere hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora ya lo puede hacer. 


SEÑOR AGAZZI.- Voy a plantear un tercer argumento. Si nosotros no establecemos esto con claridad, 
¿quién va a decidir? Ahí sí que va a haber una discusión jurídica. Yo hablé con varios escribanos y 
puedo decir que hubo algunos que tuvieron que ver con predios de antes del Instituto Nacional de 
Colonización, que entendían que lo que dice la Ley N* 11.029 es que este organismo debe autorizar la 
venta, fueron a pedir la autorización y la obtuvieron. Sin embargo, hubo otros escribanos que 
entendieron que esto no era así, por lo que es algo casuístico y todo se debe a que la Ley N* 11.029 no 
ha sido clara. 


En realidad, el Instituto siempre sostuvo -y ocurrió lo mismo con las anteriores 
Administraciones, del Partido Colorado y del Partido Nacional- que había que pedir autorización. Se 
enteraban cuando recibían una solicitud de autorización y, si no, en la Dirección de Registro se 
arreglaba. Además, la ventaja que tiene el decir explícitamente que “los propietarios cumplieron con 
todas sus obligaciones”, radica en que no queda duda de cómo debe ser aplicado. Entonces, en 
realidad es al revés de lo que decía el señor Senador Larrañaga, ya que si se expresa de esa manera, 
no deja lugar a ninguna duda. En realidad, esto fue una sugerencia de la Asociación de Escribanos del 
Uruguay y me pareció pertinente porque, según recuerdo -aunque no tengo el texto aquí- el Instituto 
hablaba de las hipotecas. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Se cancelaba la respectiva hipoteca. 


SEÑOR AGAZZI.- Exacto. Había gente que cancelaba, pero como la hipoteca igual quedaba en el 
Instituto, se sugirió que se dijera que no tenían deuda, lo que me pareció bien. 


A su vez, esas son razones adicionales a nuestra posición de que todo esto termine en 
afectar 22.000 hectáreas de las que actualmente están en discusión; efectivamente, debemos aclarar 
si están afectadas o no; esa es nuestra posición política. Esto es una negociación, porque se podría 
decir que todas las tierras que se colonizaron fueron afectadas por el Instituto; desde el punto de vista 
jurídico, es algo fundamental, pero aquí tratamos de encontrar una solución para un problema práctico. 
Existe una gran cantidad de colonos y el Instituto tiene una solución negociada; en ese sentido, nuestra 
posición es permitir la desafectación de 22.700 hectáreas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera alertar en el sentido de que si decimos eso modificaremos efectos 
jurídicos que ya ocurrieron en el tiempo, como el de la prescripción. Si alguien en el año 1948 debía o 
si el Instituto no inició la rescisión, al día de hoy su crédito prescribió. La sentencia de prescripción 


tiene naturaleza declarativa y eso quiere decir que no es constitutiva, porque cuando alguien declara 
algo, declara un hecho que sucedió y ocurrió la prescripción. En este caso, al incluir esto, el 
Parlamento estaría afectando por vicios de inconstitucionalidad las funciones del Poder Judicial, que es 
quien puede declarar la prescripción. 


Sin embargo, quiero señalar el acierto -y en este punto comparto la posición del señor 
Senador Agazzi- acerca del artículo en el que se propone que los propietarios de predios comprendidos 
en la disposición que antecede estarán obligados a ofrecerlos, en primer término, al Instituto Nacional 
de Colonización. El Parlamento sí tiene el derecho de establecer determinadas condiciones para 
inmuebles que existen en el país. Actuó legítimamente cuando bajó de 1.000 a 500 hectáreas Índice 
CONEAT la obligación de ofrecer al Instituto Nacional de Colonización y también lo hizo cuando 
estableció que aún predios de una hectárea -siempre que estén en esta situación- deben ser ofrecidos 
al Instituto. 


Respecto a la Ley N* 8.829, que se ha citado, señalo que la obligación que se establece de 
vender con el consentimiento de la Sección Fomento Rural y el Instituto Nacional de Colonización, en 
realidad, se remite claramente a normas anteriores, que refieren a cuando todavía existía deuda; es 
decir, resulta obvio que si no hay deuda no hay que pedir autorización. Y se estableció que si hay 
autorización, se debe pedir permiso. ¿Por qué? Porque aquí nuevamente tenemos los conceptos de 
accesorio y principal. Es necesario que se entiendan tres conceptos que son diferentes. Por un lado, 
tenemos un título de propiedad que se adquiere a través de la compraventa, título que está perfecto, 
pero al que le acceden dos negocios: un préstamo, que es un tercer negocio jurídico y, la garantía 
hipotecaria, que es el segundo negocio jurídico. 


Además, estos negocios jurídicos fueron realizados entre distintas personas. El colono 
anterior al año 1948 no le compró al Estado, sino a un privado. El negocio fue entre el colono y un 
privado; el Estado recién aparece cuando el colono necesita el dinero para pagarle al privado. Otro 
negocio jurídico distinto es el contrato de préstamo entre un colono y el Estado, como puede ser el 
Banco Hipotecario del Uruguay o la Sección de Fomento Rural del Banco de la República. Y el tercer 
negocio entre el colono y el Estado es la garantía del crédito, título perfecto, que estamos afectando en 
el día hoy. La afectación de la garantía hipotecaria no impedía que el colono vendiera. De acuerdo a lo 
que establecen el Código Civil y el Código de Comercio, un bien hipotecado, y aun el bien que no 
pertenece a una persona, puede ser vendido. La Ley N* 8.829, al prever que no se podía vender sin la 
autorización de la Sección Fomento Rural, dejó sin efecto la posibilidad que establece el Código de 
Comercio de que todo propietario pueda vender un bien hipotecado; no se trata de la venta de un bien 
que no está hipotecado. Dicha Ley no estaba limitando la venta en todos los casos, sino que la limitaba 
para aquellos casos en que el inmueble estuviera hipotecado y la obligación no estuviera cancelada. 
Este fue el motivo del proceder de la norma. Pero debemos tener cuidado, porque la estamos 
interpretando 63 años después. Lo que la ley hizo -reitero- fue limitar, para los contratos a futuro, la 
venta de bienes hipotecados sin autorización del acreedor. Posteriormente, la norma se repitió en la 
Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay y en otra cantidad de normas de beneficio, por una 
razón muy lógica: determinar que quien compra no pueda vender su propiedad mientras no cancele su 
obligación con el Banco del Estado, a diferencia de lo que establece el Código Civil, que sí lo admite. 
Este fue el motivo de la modificación. 


La afectación anterior al año 1948 no era la misma que existe en la Ley N* 11.029 y, por eso, 
en ella se establece que se haga dentro de sus facultades o de acuerdo con el colono. Entonces, 63 
años después no podemos modificarla mediante la inclusión de este aspecto. Creo que este es un 
inciso que, desde el punto de vista jurídico es perfecto, a diferencia del otro, que es más complicado. 
Cabe destacar que esta es la opinión unánime de todos los asesores jurídicos que he consultado, entre 
ellos, un profesor de la Facultad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estimados amigos, he leído, releído y vuelto a leer este artículo y siempre 
llego al mismo convencimiento, en el sentido de que 63 años después de haberse fijado un régimen 
jurídico, no se puede alterar por una ley. Además, quiero resaltar la preocupación legítima, historiada 
por el señor Senador Agazzi, que revela la inquietud que tuvo por el tema. Por ese motivo lo felicito, al 
igual que al señor Senador Bordaberry. Ambos buscaron los fundamentos anteriores a las 
disposiciones legales precursoras de la creación del Instituto Nacional de Colonización. 


Creo que la expresión “cuyos propietarios cumplieron con todas sus obligaciones” no agrega 
absolutamente nada y puede terminar complicando. El siguiente inciso -que es el que importa- alude a 
“los predios comprendidos en la disposición que antecede”, es decir, la de los predios enajenados por 
la Comisión Asesora, y dice que sus propietarios estarán obligados a ofrecerlos al Instituto Nacional de 
Colonización. El Instituto va a tener el control e, incluso, la potestad de decir: “no”. Por ejemplo, si una 
forestal quiere instalarse en determinada colonia y hay ofrecimientos por el predio, puede intervenir y 
decir: “No; ese predio lo compra el Instituto para recolonizarlo”. Tiene esa facultad establecida por el 
inciso segundo de este artículo que estamos discutiendo. Me parece que no deberíamos meternos en 
camisa de once de varas con respecto a este asunto. 


Honestamente, he consultado a la Asociación de Escribanos y a otros profesionales y me han 
dicho que el concepto “cuyos propietarios cumplieron con todas sus obligaciones” complica 
innecesariamente porque eso está salvado. Es más; me han dicho -no obstante esto, lo llevo y lo 
apruebo- que el inciso segundo del artículo 5% sería de dudosa legalidad. Sin embargo, para no 
violentar el acuerdo que habíamos alcanzado, lo llevaremos al Plenario. Considero que deberíamos 
mandarlo con el texto originariamente acordado y las modificaciones que me parecen importantes. Una 
de ellas fue sugerida por el señor Senador Bordaberry, quien planteó sustituir en el artículo 7” la 
expresión “Quedan convalidados ¡pso jure” por “decláranse válidos”. A su vez, el señor Senador Agazzi 
propuso agregar al artículo 8* un literal E) que dice: “No cumpliere con cualquiera de las condiciones 
que estipulan la presente ley y sus respectivas reglamentaciones”. Asimismo, en el artículo 9% se 
propone agregar “El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de seis meses 
posteriores a su formulación”. Por último, se sugiere eliminar el artículo 3%, que era algo que ya había 
sido aceptado. 


SEÑOR AGAZZI.- Aquí tenemos distintas miradas, lo que es muy bueno para el Parlamento. Quienes 
han argumentado sobre este punto son abogados; sin embargo, yo tengo una visión distinta. Creo que 
toda la discusión que hemos tenido hasta ahora hace a la juridicidad, al derecho de propiedad y a lo 
que establecen las leyes desde el punto de vista del negocio individual, es decir, del que compra un 
campo, obtiene un préstamo y firma una hipoteca. En materia de colonización, hay que poner juntos el 
negocio individual -cuyos derechos hay que preservar del Estado y de los privados- y el colectivo, que 
es la colonia. Estamos tratando de que las facultades que tiene el Instituto Nacional de Colonización - 
que habrá cumplido como pudo- sean cada vez mejores. Por eso miramos la colonia y no solo el predio 
individual. El hecho de que sea preciso que el Instituto Nacional de Colonización autorice la 
enajenación o la venta se establece en el entendido de que es ese Instituto quien vende. Aunque no 
tenga dinero para comprar, autoriza la venta. Si vienen a instalar un pub en medio de una colonia, no lo 
van a poder hacer, aunque alguno hay. Eso está establecido en el inciso segundo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que avisarles a todos las condiciones, hayan o no cumplido con sus 
obligaciones. 


SEÑOR AGAZZI.- Eso genera dudas. 


El señor Senador Bordaberry dijo algo que me pareció interesante, con respecto a la 
prescripción. Me refiero a si es necesario o no pedir al propietario que haya cumplido con sus 
obligaciones. 


SEÑOR BORDABERRY.- El problema más grave no es que los propietarios hayan cumplido con todas 
sus obligaciones antes del 12 de enero de 1932, sino antes del 12 de enero de 1948, porque todas las 
leyes anteriores establecían hasta cinco años después de concedido el préstamo. Además, no se trata 
de que la prescripción se verifique antes del 12 de enero de 1948, sino de que las obligaciones sean 
anteriores a esa fecha, no su cumplimiento. Por ejemplo, si se hubiera otorgado el préstamo en el año 
1947, la hipoteca se canceló en 1977, es decir, 30 años después. 


No entiendo por qué poner “cuyos propietarios cumplieron con todas sus obligaciones”, ya 
que, en caso de que no hubieran cumplido, para el mundo jurídico no existe una obligación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no cumplió, en virtud de los mecanismos de rescisión del cumplimiento 
seguramente el propietario sea otro o haya retrovertido su dominio hacia el Instituto Nacional de 
Colonización. Quizás estemos hablando de una fracción que volvió a ser propiedad del Instituto. Va de 


suyo que los propietarios cumplieron con sus obligaciones; de lo contrario, el Derecho se habrá 
ocupado de regular esa situación. Por eso digo que la referencia es completamente superflua. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me parece bien que, con fines estadísticos, se lleve un listado de las 
hectáreas que han sido colonizadas en el Uruguay y que se quiera saber cuántas de ellas lo fueron 
bajo el régimen de la Sección Fomento Rural o del Banco Hipotecario del Uruguay. Nuestro país puede 
exhibir orgullosamente que medio millón de hectáreas fueron colonizadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso no se quita en este caso. 
SEÑOR BORDABERRY.- No se prohíbe; creo que el Poder Ejecutivo puede hacerlo. 


Entiendo que no es adecuado retrotraernos al año 1948 y establecer que en ese momento no 
existían determinadas afectaciones; por el contrario, creo que todos coincidimos en que es muy bueno 
y necesario que el Instituto Nacional de Colonización vele por todas las colonias y su funcionamiento, 
de forma tal que exista esa comunidad y que de su trabajo conjunto se puedan obtener beneficios. Ello 
se puede lograr a través de la aprobación del inciso que está a consideración, del que se desprende 
que la venta se deberá hacer solamente al Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahí radica el celo del propio Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR AGAZZI.- Si con la redacción propuesta se violenta algún derecho adquirido por la vía de la 
prescripción -si no me equivoco, ese fue el razonamiento del señor Senador Bordaberry- estamos 
dispuestos a restablecerlo, aunque personalmente no sé qué trámite se debe seguir. Ahora bien, todos 
conocemos el texto sugerido por el Directorio del Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A propósito de ese aspecto, quiero hacer la siguiente salvedad. 


El Director del Instituto Nacional de Colonización, doctor Julio Cardozo, dejó expresa 
constancia en el Directorio -según consta en el Acta correspondiente- de que estaría a instancias de lo 
que resolviera el Partido Nacional. No tendría que hacer la aclaración, pero creo que es evidente su 
condición de nacionalista, independientemente del organismo para el que se lo haya propuesto. 


SEÑOR AGAZZI.- Está bien que lo exprese alguien perteneciente al Partido Nacional; me doy por 
enterado. De todas formas, se dijo en este ámbito que la propuesta escrita era de todo el Directorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero con esa puntualización. 


SEÑOR AGAZZI.- Con esa puntualización, destaco que, como seguramente ustedes son conscientes, 
la propuesta presentada por la bancada de Senadores del Frente Amplio no recoge muchos de los 
planteos del Instituto Nacional de Colonización, con la intención de simplificar las cosas y llegar a una 
solución. Si bien ellos propusieron modificar otras cuestiones -quizá jurídicamente aceptables-, 
nosotros entendimos que en este caso se trataba de una negociación política que estaba muy 
avanzada y lo único que estábamos tratando de hacer -incluso recogiendo la propuesta de los 
Escribanos- era clarificar qué se estaba desafectando en realidad. 


Precisamente, el artículo 5* refiere a que las fracciones -el término acordado por nosotros fue 
el de “parcelas”- que integran las colonias establecidas por el Banco Hipotecario del Uruguay, cuyos 
propietarios cumplieron con todas sus obligaciones, se declararán salidas de la administración del 
Instituto Nacional de Colonización. Estamos totalmente de acuerdo con ello, porque es claro. En virtud 
de esa disposición, 22.700 hectáreas quedan fuera de la administración del Instituto Nacional de 
Colonización. Este punto fue tomado del conjunto de propuestas elevadas por el Instituto Nacional de 
Colonización, por entenderlo relevante y clarificador. En realidad, no era nuestra intención incluir una 
disposición que modificara lo ya acordado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar que en la Comisión hubo total acuerdo con respecto al 
proyecto que se envió en mayo del año pasado, pero no se votó porque el Senador Agazzi hizo una 


consideración en Sala que terminó siendo valedera para su fuerza política, en el sentido de que, como 
el Directorio del Instituto Nacional de Colonización estaba en vías de renovarse, se quería conocer la 
posición de sus nuevos integrantes. Remarco, pues, que existía acuerdo sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que si se quita la expresión “antes del 12 de enero de 1948” -en 
realidad, esa es la madre del borrego- y se incluye “cuyos propietarios cumplieron con todas sus 
obligaciones, las mismas prescribieron o se extinguieron por cualquier otra causa”, quedaría 
subsanada la redacción. En realidad, creo que es innecesario, pero si eso tranquiliza al señor Senador 
Agazzi, no tendría inconveniente en que esa expresión fuera incorporada. Entiendo que la redacción 
que se propone estaría de acuerdo con el espíritu de la Ley N* 11.029, que apuntó a no modificar hacia 
atrás, a lo que se hace referencia en su artículo 81. 


SEÑOR AGAZZI.- Entonces, diría: “Declárase que no están afectadas ni comprendidas por la 
Administración y el régimen instituido por la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948 y modificativas, las 
parcelas que integran las colonias que hayan sido enajenadas por la Comisión Asesora de 
Colonización o la Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay, cuyos 
propietarios cumplieron con todas sus obligaciones”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Y continuaría: “o las mismas prescribieron o se extinguieron de acuerdo a 
Derecho”. 


De pronto, habría que ajustar la redacción, pero ese es el concepto. Se eliminaría la 
expresión: “antes del 12 de enero de 1948". 


SEÑOR AGAZZI.- Pienso que hay que establecer una fecha porque, de no hacerlo, aquellas parcelas 
cuyos propietarios cumplieron con todas sus obligaciones en el año 1937, por ejemplo, estarían siendo 
desafectadas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Es claro, señor Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- A su vez, puede haber parcelas cuyos dueños cumplieron con todas sus 
obligaciones en 1955, que también estarían siendo desafectadas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Es lo que corresponde desde el punto de vista jurídico. El préstamo que se 
tomó antes de 1948, estaba regido por una normativa y la Ley N* 11.029, en su artículo 81, establece 
expresamente que ese préstamo se va a seguir rigiendo por la ley anterior. Concretamente, el artículo 
81 expresa: “Las colonias transferidas por el Banco Hipotecario al Instituto, en virtud de esta ley, 
continuarán rigiéndose, en lo que proceda y con respecto a las operaciones ya concluidas y a los 


contratos en vigencia,” -remarco la expresión “en vigencia”- “por las disposiciones legales bajo 
cuyo imperio hubieran sido implantadas”. 


SEÑOR AGAZZ!I.- Si se incorpora ese texto, se armaría una confusión tremenda. 


SEÑOR BORDABERRY.- No se tiene que hacer, porque ese artículo 81 sigue vigente. Si se incluye el 
texto que se propone, se estaría derogando, no solo el inciso primero del artículo 81, sino también el 
segundo, que habla de acuerdos. Entonces, quien se vea afectado se presentará ante la Suprema 
Corte de Justicia para reclamar inconstitucionalidad en ese caso, porque el Legislador se pronunció de 
dos maneras distintas: en 1948 y en 2011. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No se pueden modificar derechos adquiridos luego de más de sesenta años. 
SEÑOR AGAZZI.- Pero no hay derechos adquiridos. Eso estaba en las leyes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador. Por el inciso primero se declara que no están afectados 
por la Ley N* 11.029 y, por el segundo, se obliga a trasladar las solicitudes de enajenación al Instituto. 
Ese es el único control que se hace a una tierra que tuvo origen “colónico”. Por lo menos de ese modo 
tendría la supervisión del Instituto Nacional de Colonización y se podría decir: “Pare compañero, no me 


desarme una colonia; no me parta al medio una colonia”. Estoy absolutamente convencido de que ese 
es el candado que asegura, de alguna manera, la vigencia de los principios colonizadores, antes de la 
Ley N* 11.029 y después de ella. Entonces, nunca se pierde la condición de que el país tuvo 250.000 
hectáreas -tal como dijo el señor Senador Bordaberry- antes de 1948 y 250.000 hectáreas colonizadas 
después de esa fecha. Pero, a su vez, la superintendencia de regulación de esas tierras de origen 
colónico queda en manos del Instituto, en cuanto este tiene la facultad de decir “Pare, compañero, no 
venda esa fracción chica de 100 o 200 hectáreas; se la compro porque no quiero que la compre nadie 


” 


más”. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Quiero mencionar una situación muy particular de la cual el señor Senador Agazzi 
debe tener conocimiento. Se trata de un hecho que sucedió hace un par de años, en el departamento 
de San José, del que participó la esposa de un ex Ministro del Gobierno anterior y actual integrante del 
Senado. Resulta que en un remate público en Colonia Italia, ubicada en Ruta 45 casi Ruta 1, esta 
señora adquiere, en la puerta del Juzgado, un predio que otrora fuera del Banco Hipotecario del 
Uruguay y que continuaba regulado por las reglas que protegían las tierras colonizadas. En ese 
momento, incluso, se hizo una entrega al contado y luego, enterado el Instituto en el momento en que 
se comenzó a tramitar la documentación correspondiente, se tuvo que devolver la entrega efectuada 
porque no se había obtenido la autorización. Lo que recién explicaron el señor Senador Bordaberry y el 
señor Presidente fue que es una garantía que estaríamos dando al Instituto Nacional de Colonización. 
Y así se debe proceder en el futuro. 


SEÑOR SARAVIA.- Voy a realizar algunos comentarios porque en breve voy a tener que retirarme de 
esta reunión. 


Creo que estamos enredando la yegua más de lo necesario. Hace tres años que estamos 
discutiendo sobre este tema para el cual ya habíamos encontrado una solución. Pienso que si 
continuamos con idas y venidas vamos a complicar más la situación. Creo que vamos a tener que 
elevar al Plenario el proyecto de ley tal como lo habíamos aprobado porque, de lo contrario, vamos a 
enredar más la yegua y le vamos a terminar cortando las patas con algún alambre de púa. 


Me parece que hay varios aspectos a tener en cuenta. Hace dos o tres años, cuando 
comenzamos con el tratamiento de este tema, me tomé el trabajo de ir a hablar con algunos colonos 
que fueron afectados por esta situación y concurrieron al Parlamento. La macana, el barro, surgió aquí, 
no sé si en la Cámara de Representantes o en la de Senadores, de todas maneras, asumimos la 
responsabilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El barro se trajo de allá y acá lo convalidamos. 


SEÑOR SARAVIA.- Pues bien, antes de que se formara ese barro, había una cantidad de predios de 
colonización que estaban funcionando en sistema de colonias pero totalmente libres, las habían 
comprado sin la intervención del Instituto Nacional de Colonización. Se trataba de cientos de predios 
cuyos dueños ni sus padres nada tuvieron que ver con las colonias originales. Es más, conozco gente 
que compró un predio a una persona que fue colono por el Banco Hipotecario y, después, dejó de serlo 
y terminó pagando en el Instituto Nacional de Colonización. Quiere decir que vendió su predio a otro y 
este tipo de situaciones, en aquel tiempo, el Instituto las pasaba al Derecho Privado, no intervenía, y 
ahora resulta que se le antoja volver hacia atrás. Creo que la principal preocupación que debemos 
tener actualmente es cómo vamos a colonizar de aquí para adelante, cómo vamos a repartir las tierras 
y no revolver en tierras del pasado. 


Hace mucho tiempo que tengo una postura tomada sobre este tema, e incluso, no estaba del 
todo de acuerdo con la ley que habíamos convenido porque pensaba que aquí hay derechos de 
propiedad adquiridos que son muy viejos, que vienen desde la época de las colonias y que el Instituto 
no tenía derecho a intervenir. Pero, como había un acuerdo de por medio, creo que vamos a tener que 
respetarlo porque estamos muy cerca del 30 de mayo y no quiero votar otra prórroga más porque 
llevamos tres años de prórrogas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta a los señores Senadores si están de acuerdo con votar el 
proyecto de ley, enviarlo al Plenario y hacer las últimas consultas. Digo esto porque tenemos que 
agilizar el trabajo ya que la otra Cámara también lo tiene que considerar. 


SEÑOR AGAZZI.- Fue la bancada de mi Partido la que presentó esta iniciativa y, entonces, para ser 
prácticos y reafirmar el compromiso de solucionar este tema podemos enviar el proyecto de ley al 
Plenario sin esta parte -haré las consultas políticas con mi bancada- y, en todo caso, haríamos las 
propuestas en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A qué proyecto se refiere, señor Senador? 


SEÑOR AGAZZI.- Al proyecto que enviamos el año pasado, sin la frase que dice: “cuyos propietarios 
cumplieron con todas sus obligaciones”. 


SEÑOR SARAVIA.- Todos estos temas los debatiremos en el Plenario. 
SEÑOR AGAZZI.- Quiero negociar este tema para que tenga el mayor apoyo posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que tenemos que ponernos el cuchillo en el pescuezo: enviamos el 
proyecto, tal cual estaba originariamente, con la supresión del artículo 3%, sin la parte que venimos 
discutiendo del artículo 6% que quedaría como estaba antes y con la modificación del artículo 7" 
sugerida por el señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si no modificamos el artículo 5%, cuando el 6% habla de: “Facúltase al INC a 
exigir a los propietarios de las tierras afectadas el registro de sus títulos en la institución,”..., 
estaríamos incluyendo en la afectación a una cantidad de tierras. Por eso, es necesario cambiar el 
artículo 5%, aunque esto podemos analizarlo después. 


SEÑOR AGAZZI.- Quiero saber si el señor Senador Bordaberry se refiere al nuevo artículo 6* o al 
viejo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me refiero al nuevo artículo 6% que en su segundo inciso que comienza 
diciendo “Facúltase al INC a exigir a los propietarios de las tierras afectadas...” En este sentido, 
entendemos que no son afectadas las del inciso anterior porque esto se está agregando al artículo 70, 
que contiene una cantidad de normas. Me interesa que quede constancia en la versión taquigráfica de 
que, en realidad, no nos estamos refiriendo a los que están en el inciso anterior, sino en los otros 
incisos del artículo 70. Lo planteo porque eso se especifica más adelante pero esto aparece antes y 
quizás pueda dar lugar a confusión cuando llegue el momento de interpretarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien considero que la aclaración es pertinente, destaco que el artículo 6* 
dispone que los incisos se agreguen al artículo 70, por lo que queda claro que refiere específicamente 
a este último artículo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Por otro lado, en el artículo 8% se vuelve a decir “ipso jure” y, tal como lo 
señalaba el señor Senador Agazzi, debería establecerse: “Decláranse válidas las subdivisiones 
realizadas sin haberse tramitado y obtenido la autorización de precepto, registradas en la Dirección 
Nacional de Catastro hasta la entrada en vigencia de la presente ley.” Finalmente, agregamos el 
artículo 9%, que lo reglamentará el Poder Ejecutivo. 


SEÑORA SECRETARIA.- Con la eliminación del artículo 3%, habría que hacer modificaciones al final 
del artículo 5*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es correcto. En consecuencia, el proyecto de ley pasa a la consideración del 
Plenario. 


SEÑOR AGAZZI.- Me interesa destacar que en la bancada vamos a hacer una negociación y que 
existe la posibilidad de que fundamentemos esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que el miembro informante del proyecto de ley sea el señor 
Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 37 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


